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CONCLUSIONES DEL ENCUENTRO DE MAGISTRADOS 

Y FISCALES DE VIGILANCIA PENITENCIARIA DE 2015 

 

A-REFORMAS LEGALES 

 

1- La entrada en vigor de las reformas introducidas por la 

ley 23/14, LO 1/15 y L 4/15 obliga a la urgente 

modificación de la LOGP, RP y DA 5ª en aras a la 

coherencia del ordenamiento penitenciario. 

2- La entrada en vigor de la LO 1/15 ha evidenciado 

también la insuficiencia de sus Disposiciones 

Transitorias para disciplinar la materia penitenciaria, 

generando problemas interpretativos  en instituciones 

como la libertad condicional, cuya naturaleza además 

ha cambiado, siendo necesario que se aprovechen las 

próximas reformas legislativas para regular de forma 

completa los problemas de aplicación de la ley penal 

en el tiempo en estas cuestiones. 

3- Además de los problemas de derecho transitorio, la 

nueva regulación de la libertad condicional plantea 

otros de calado, como el de la interpretación del 

párrafo cuarto del nº 5 del art. 90 CP, que establece: 

“el plazo de suspensión de la ejecución del resto de la 

pena será de 2 a 5 años. En todo caso, el plazo (..) no 

podrá ser inferior a la duración de la parte de pena 

pendiente de cumplimiento”. Mayoritariamente se ha 

estimado por los asistentes a las jornadas que el inciso 

en cursiva obliga a interpretar que el  plazo  nunca 

podrá ser inferior a 2 años aunque reste menos 

tiempo de cumplimiento, pero que el límite de 5 años 

sí podrá superarse cuando el tiempo pendiente de 

cumplimiento sea mayor. 

4- La consideración de los TBC como regla de la 

suspensión de la ejecución que se establece en los 

arts. 84.1 3ª y 80.3, segundo  párrafo CP determina la 

pérdida de competencia de los Juzgados de Vigilancia 



Penitenciaria en el control de su ejecución, que 

quedará residenciada en los órganos sentenciadores. 

Resulta imprescindible la adaptación del texto del R.D. 

840/11 a la nueva regulación de la suspensión a 

efectos de garantizar la intervención de los SGPMA en 

la ejecución del plan de cumplimiento. 

5- Se lamenta que no se haya regulado finalmente en el 

CP la intervención  auxiliar  de los SGPMA respecto de 

la ejecución de la libertad vigilada postpenitenciaria 

por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, habiéndose 

limitado la reforma al aumento de los supuestos de 

imposición facultativa de la medida, manteniéndose un 

modelo de corte más policial que asistencial, en el que 

la actuación de la AP se contrae al informe inicial al 

Juzgado de Vigilancia Penitenciaria para concretar su 

contenido, siendo urgente la reforma del R.D. 840/11 

también en esta materia para garantizar la efectividad 

de la libertad vigilada impuesta. 

6- La experiencia de aplicación de la ley 23/14 en cuanto 

a la emisión de instrumentos de reconocimiento mutuo 

de resoluciones penales que imponen penas privativas 

de libertad en los meses de vigencia  de la norma, ha 

evidenciado la escasa operatividad de la atribución de 

competencias a los Juzgados de Vigilancia 

Penitenciaria (art. 64), por la dispersión de criterios y 

falta de medios materiales,  estimando procedente, 

como ocurre respecto de la ejecución en España 

regulada en el capítulo 2 de la ley, que se modifique el 

texto legal para asignarla a un único órgano judicial 

que tenga competencia en todo el territorio nacional. 

7- Cuando las víctimas hagan uso de la facultad prevista 

en el art. 5.1.m) de la Ley 4/2015 del Estatuto de la 

Víctima, manifestando ante el Juez de Vigilancia 

Penitenciaria su voluntad de ser informado de las 

decisiones a que se refiere el art. 7.1.e), 

manifestación que les da derecho a participar en la 

ejecución, en los términos previstos en el art. 13 de 

dicho Estatuto, se comunicará al Centro Penitenciario 



en que esté ingresado el penado al que se refiera la 

petición, al objeto de que se reseñe en su expediente 

penitenciario para que, en el caso de que sea 

trasladado y pase a depender de otro Juez de 

Vigilancia Penitenciaria, le pueda constar sin necesidad 

de que la víctima formule nueva petición.  

8- Las numerosas y relevantes modificaciones de la 

regulación penitenciaria determinan la necesidad de 

que se convoquen de forma inmediata  reuniones 

independientes  de jueces de vigilancia penitenciaria y 

de fiscales de vigilancia penitenciaria para unificar 

criterios aplicativos.  

 

B-OTRAS CUESTIONES 

 

-Respecto de la situación de la sanidad penitenciaria, 

se destaca la urgente necesidad de dar cumplimiento a 

la previsión de la D.A. 6º de la ley de cohesión y 

calidad del SNA, transfiriendo los servicios 

dependientes de IIPP a los servicios autonómicos de 

salud en aquellas CCAA donde no se haya 

materializado, a efectos de hacer efectiva la garantía 

que establece el art. 208 RP de una atención sanitaria 

a los internos equivalente a la dispensada al conjunto 

de la población. 

-Se considera necesario que la Administración 

Penitenciaria diseñe   

programas de tratamiento específicos destinados a 

condenados por  los denominados "delitos de cuello 

blanco" y otros condenados que no presentan 

signos de marginalidad, a efectos de tratar de 

modificarlos posibles factores de su personalidad que 

les han llevado a cometer el delito. 


